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                    SALA CIVIL – FAMILIA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA
Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López

Pereira, veintinueve de octubre de dos mil nueve
Acta Nº 573.
Mediante sentencia dictada el 9 de julio de 2009 el Juzgado Cuarto de Familia decretó la interdicción judicial de Luz Elena Martínez Chaurra, tal como lo habían demandado Ana Débora Chaurra de Martínez y María Isabel Martínez Chaurra; y en cumplimiento del artículo 386 del Código de Procedimiento Civil dispuso a continuación la consulta de dicho fallo, grado jurisdiccional del que ahora, cumplido su trámite de ley, se ocupa la Sala.




ANTECEDENTES

Para sustentar las pretensiones de que se decrete la interdicción de Luz Elena Martínez Chaurra, se designe como su guardadora a su hermana María Isabel Martínez Chaurra y se disponga el registro de la sentencia y su publicación, en el libelo se expusieron los siguientes hechos:

La presunta interdicta es hija de Ana Débora Chaurra de Martínez y Luis Eduardo Martínez (fallecido), tiene dos hermanos, María Isabel Martínez Chaurra y Luis Eduardo Martínez Corrales, y “desde los 18 meses de edad hasta la fecha… ha sufrido antecedentes patológicos de Meningitis, quedando como secuelas trastorno mental, el cual se ha incrementado con el transcurso del tiempo”. 

A la demanda se le dio trámite el 2 de abril de 2009, por auto en el que, entre otras cosas, se ordenó citar a los parientes más cercanos de la presunta interdicta y se dispuso la práctica de pruebas, y una vez recogidas se dictó la sentencia favorable a las pretensiones del libelo.

Durante el trámite de la consulta de esa decisión, se recibió el alegato del Ministerio Público que insta a confirmar el fallo revisado. 




SE CONSIDERA:

Procede la definición de fondo del asunto en vista de que los presupuestos procesales se encuentran satisfechos y tampoco se advierten vicios que pudieren afectar de nulidad lo actuado, puesto que el proceso se ha tramitado con sujeción a las normas que lo rigen. 

De acuerdo con lo que preveía el artículo 8º de la ley 95 de 1890: “El adulto que se halle en estado habitual de demencia, será privado de la administración de sus bienes aunque tenga intervalos lúcidos”. La legitimación para solicitarlo la concedían los artículos 532 y 549 del Código Civil. Como se sabe estas normas fueron derogadas por la ley 1306 de 2009 que reguló todo lo atinente a los incapaces, pero este proceso se inició bajo la vigencia de aquellos. 
Para lo que compete a este asunto debe decirse que tanto en la antigua ley como en la actual, progenitora y hermana están legitimadas para accionar pidiendo la interdicción judicial de Luz Elena Martínez Chaurra, y por tanto, por este aspecto no hay reproche que formular. 

En cuanto a las pruebas obtenidas, se tiene que el dictamen pericial practicado en el proceso, que no fue objetado, es preciso en acreditar que de la enfermedad que ella padece, catalogada por el perito como “RETARDO MENTAL SEVERO irreversible” se concluye “una incapacidad para Administrar Bienes establecer Relaciones Comerciales, no puede representarse por sí misma y tiene una dependencia absoluta de su famita”. 

Y no solo del mencionado peritaje sino también las declaraciones recibidas a Jaime Bejarano Chaurra, Martha Liliana Amezquita Gutiérrez y Emilia Cardona de Prieto, dan cuenta del estado actual de la presunta interdicta, pues igualmente indican de manera responsiva, la forma como la discapacidad le impone la necesidad de estar asistida permanentemente por otra persona. Igualmente refieren estos testigos la idoneidad de María Isabel Martínez Chaurra para velar por el cuidado y los intereses de su hermana. 

De manera que de las referidas pruebas testimoniales y pericial se desprende que la señorita Martínez Chaurra sufre de un mal psíquico de importantes connotaciones, que hace necesario y conveniente para su patrimonio la interdicción, y de allí que no se encuentre desacierto alguno en el fallo consultado. Tampoco hay que hacer observaciones, entonces, en cuanto atañe con la designación de curadora, pues de acuerdo con los testimonios recibidos María Isabel Martínez Chaurra es persona idónea para el ejercicio de dicho cargo habida cuenta de sus condiciones  personales, y aún cuando también estiman que la señora Ana Débora Chaurra lo haría de manera adecuada, ésta última, según se deduce de la demanda, estima pertinente que sea su hija quien la ejerza, a lo que se agrega el dicho de la testigo Cardona de Prieto, quien aunque no desconoció las calidades de madre de aquella considera que por motivo de su estado de salud, debe ser la señora Martínez Chaurra la encargada de la custodia y cuidado de la presunta interdicta.
Como el relevo de prestar caución y la remisión a inventario privado para la guardadora, así como la inscripción y publicación del decreto de interdicción se encuentran ajustados a derecho, estas decisiones también se confirmarán.
Por tanto, se dará el consiguiente respaldo a la decisión objeto de la consulta. No obstante, se hará la siguiente observación a la actuación procesal cumplida por el a-quo.

La demanda se admitió con base en un certificado médico que no fue expedido bajo la gravedad del juramento como es la exigencia del artículo 659 del Código de Procedimiento Civil
. Éste como otras veces se ha argumentado por la Sala debe ser expedido exclusivamente para el proceso de que se trata, y contener una noticia concreta del estado de salud del paciente, ceñido a las prescripciones que sobre el particular contemplan los artículos 50 y 51 de la ley 29 de 1981, y los artículos 28 y 29 del decreto reglamentario 3330. Según lo expresó la Corte Constitucional en su sentencia ST- 1103 de 2004:

“En este orden de ideas, el acompañamiento de un certificado médico a una demanda en la que se solicita que una persona sea declarada interdicta por demencia, no constituye una mera formalidad exigida por la ley procesal para la admisión de una demanda de esta naturaleza, sino que está llamado a cumplir fines específicos como son (i) constituye un soporte probatorio insustituible para que el juez competente tenga los elementos de juicio necesarios para proveer sobre la admisión de una demanda de interdicción; y, (ii) se erige en una garantía fundamental para el demandado, dado que no todas las personas deben soportar un proceso de esta naturaleza, sino solamente aquellas sobre las cuales se acredita una condición de discapacidad que amerite, por lo menos, la apertura del proceso.

“Es por ello, que el certificado médico exigido por la ley, como requisito para acompañar la demanda de interdicción, no puede suplirse con otros medios probatorios, como por ejemplo los testimonios, como equivocadamente lo sostiene la accionada; ni tampoco por epicrisis o resúmenes finales de historias clínicas. Nótese, como según las normas que regulan la ética médica, el certificado médico es el documento que acredita el estado de salud de una persona, constituyéndose en la prueba técnica o pericial que por anticipado debe llevarse al proceso a fin de darle soporte a la solicitud de interdicción, certificado que según se exige debe ser expedido bajo la gravedad del juramento, el cual se entiende prestado con la sola firma. Lo anterior no significa, sin embargo, que en el curso del proceso, el juez no pueda valorar la prueba pericial junto con otras, tal y como lo ha considerado de vieja data la jurisprudencia civil nacional.”
En el surtimiento del grado jurisdiccional no se han causado costas.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto del grado jurisdiccional proferido por el Juzgado Cuarto de Familia el 9 de julio de 2009 y en el que se declaró en interdicción a Luz Elena Martínez Chaurra. 

Sin costas.





Cópiese, Notifíquese y Devuélvase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos




Gonzalo Flórez Moreno
�Aunque mediante auto de 19 de marzo de 2009 se inadmitió la demanda por motivo de que el certificado médico aportado no era idóneo para el efecto según lo dispuesto por la H. Corte Constitucional en la sentencia ST-1103 de 2004, citada, no reparó el Juez a-quo que el que se allegó de nuevo al expediente no fue expedido bajo la gravedad del juramento.  
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